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La Sección Segunda del 
Consejo Consultivo de Castilla y 
León, reunida en Zamora el día  
29 de enero de 2009, ha examinado 
el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como conse-
cuencia de la reclamación presen-
tada por Dña. xxxxx y D. xxxxx1, y 
a la vista del mismo y tal como 
corresponde a sus competencias, 
emite, por unanimidad, el siguiente 

 
 
 

DICTAMEN 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 15 de diciembre de 2008, tuvo entrada en este Consejo Consultivo 
la solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por Dña. 
xxxxx y D. xxxxx1, debido a los daños y perjuicios ocasionados por una 
intoxicación alimentaria. 
 
 Examinada la solicitud y admitida a trámite con fecha 23 de diciembre de 
2008, se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 1.171/2008, iniciándose el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, previa ampliación de éste, tal como dispone 
el artículo 53 del Reglamento Orgánico del Consejo Consultivo, aprobado por el 
Decreto 102/2003, de 11 de septiembre. Turnado por el Sr. Presidente del 
Consejo, correspondió su ponencia al Consejero Sr. Fernández Costales. 
 

Primero.- El 29 de abril de 2008, Dña. xxxxx y D. xxxxx1, presentan en 
el registro de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León de xxxxx, 
un escrito de reclamación de responsabilidad patrimonial solicitando una 
indemnización por los daños y perjuicios causados por una intoxicación 



 

alimentaria por salmonelosis, producida por la ingesta de unas torrijas el día 21 
de marzo de 2008 en un restaurante. 

 
Adjunta a su reclamación fotocopias de la asistencia en el centro de 

urgencias médicas, partes de baja y alta, factura correspondiente a un hotel y 
tique de pago de un restaurante. 

 
Segundo.- El 30 de julio de 2008 se acuerda admitir la solicitud a 

trámite y nombrar instructora del procedimiento. 
 
Tercero.- Consta en el expediente administrativo un amplio informe 

técnico elaborado por el Jefe de Servicio de Vigilancia y Control Sanitario Oficial 
de la Consejería de Sanidad de la Junta de Castilla y León, con fecha 17 de 
octubre de 2008, con las siguientes conclusiones: 

 
“1. El responsable único y directo de los productos elaborados y 

servidos en el restaurante implicado es el titular del Restaurante (…), razón 
social de (…), S.A. 

 
»2. El incumplimiento por parte del mencionado operador del Real 

Decreto 1.254/1991 al utilizar huevo natural para la elaboración de torrijas, 
producto en el que no puede asegurarse el tratamiento térmico no inferior a 
75º C en el centro del mismo, ha propiciado la puesta en el mercado de 
productos claramente inseguros que han provocado de forma directa la 
toxiinfección que han sufrido los solicitantes Dña. xxxxx y D. xxxxx1”. 

 
 Cuarto.- Abierto el trámite de audiencia el 4 de noviembre de 2008, no 
se realizan nuevas alegaciones. 
 

Quinto.- El 26 de noviembre de 2008 se formula propuesta 
desestimatoria de la reclamación planteada. 

 
Sexto.- El 4 de diciembre de 2008 la Asesoría Jurídica de la Consejería 

de Sanidad informa favorablemente la propuesta de resolución indicada. 
 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
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II 

CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
 

1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 
expediente, con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.h),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Segunda emitir el 
dictamen según lo establecido en el punto 4º, regla B), apartado f), del 
Acuerdo de 30 de octubre de 2003, del Pleno del Consejo, por el que se 
determina el número, orden, composición y competencias de las Secciones. 
 

2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en los 
artículos 139 a 144 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, desarrollados por el Reglamento de los procedimientos de las 
Administraciones Públicas en materia de responsabilidad patrimonial, aprobado 
por el Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo. 
 

3ª.- Concurren en el reclamante los requisitos de capacidad y 
legitimación exigidos por la referida Ley 30/1992, de 26 de noviembre. La 
competencia para resolver la presente reclamación corresponde al Consejero de 
Sanidad, en virtud de lo dispuesto en los artículos 142.2 de la Ley 30/1992, de 
26 de noviembre, y 82.2 de la Ley 3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y de la 
Administración de la Comunidad de Castilla y León. 

 
4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “Los particulares, 

en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados por 
toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los 
casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. 
 

La referencia constitucional a la ley debe entenderse hecha a los 
artículos 139 y siguientes de la mencionada Ley 30/1992, de 26 de noviembre, 
a la que además se remite el artículo 82.1 de la también citada Ley 3/2001, de 
3 de julio. 
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Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo (entre otras, 
Sentencias de 1 de marzo, 21 de abril y 29 de octubre de 1998; 28 de enero, 1 
y 25 de octubre de 1999), así como la doctrina del Consejo de Estado 
(Dictámenes de 9 de enero de 2003, expte. nº 3.251/2002; 6 de febrero de 
2003, expte. nº 3.583/2002; y 27 de marzo de 2003, expte. nº 183/2003) y de 
este Consejo Consultivo (por todos, Dictámenes 1.008/2005, de 1 de diciembre; 
1.134/2005, de 12 de enero de 2006; 59/2006, de 19 de enero; y 300/2006, de 
23 de marzo), la responsabilidad patrimonial de la Administración Pública exige 
la concurrencia de los siguientes requisitos: 
 

 a) La existencia de un daño efectivo, evaluable económicamente e 
individualizado en relación con una persona o grupo de personas. 
 

 b) El carácter antijurídico del daño, en el sentido de que la 
persona que lo sufre no tenga el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo con la 
ley. 
 

 c) La imputabilidad a la Administración de la actividad dañosa, es 
decir, la integración del agente en el marco de la organización administrativa a 
la que pertenece o la titularidad pública del servicio o actividad en cuyo ámbito 
se produce el daño. 
 

 d) La relación de causa a efecto entre la actividad administrativa y 
el resultado dañoso, nexo causal que implica la necesidad de que el daño sea 
consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un servicio público o 
actividad administrativa en relación directa e inmediata. 
 

 e) Ausencia de fuerza mayor. 
 

 f) Que no haya transcurrido un año desde el momento en que se 
produjo el hecho causante. 
 

5ª.- El supuesto sometido a consulta versa sobre la reclamación de 
responsabilidad patrimonial formulada por presentada por Dña. xxxxx y D. 
xxxxx1, debido a los daños y perjuicios ocasionados por una intoxicación 
alimentaria. 
 

 4



 

La parte interesada ha ejercitado su derecho en tiempo hábil, de acuerdo 
con lo establecido en el artículo 142.5 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. 
 

6ª.- En el presente caso conviene reflexionar sobre el hecho de que, 
aunque la responsabilidad de la Administración sea objetiva, no puede 
concebirse a ésta como una aseguradora universal de cualquier evento dañoso. 
El Tribunal Supremo ha declarado (Sentencia de 5 de junio de 1998) que “la 
prestación por la Administración de un determinado servicio público y la 
titularidad por parte de aquélla de la infraestructura material para su prestación 
no implica que el vigente sistema de responsabilidad patrimonial objetiva de las 
Administraciones Públicas convierta a éstas en aseguradoras universales de 
todos los riesgos con el fin de prevenir cualquier eventualidad desfavorable o 
dañosa para los administrados que pueda producirse con independencia del 
actuar administrativo, porque de lo contrario, como pretende el recurrente, se 
transformaría aquél en un sistema providencialista no contemplado en nuestro 
ordenamiento jurídico”. Y en similar sentido (Sentencia de 13 de noviembre de 
1997) que “aun cuando la responsabilidad de la Administración ha sido 
calificada por la jurisprudencia de esta Sala como un supuesto de 
responsabilidad objetiva, no lo es menos que ello no convierte a la 
Administración en un responsable de todos los resultados lesivos que puedan 
producirse por el simple uso de instalaciones públicas, sino que, como antes 
señalamos, es necesario que esos daños sean consecuencia directa e inmediata 
del funcionamiento normal o anormal de aquélla”. 
 

Sabido es que la responsabilidad patrimonial de la Administración no sólo 
se proyecta sobre el funcionamiento anormal de los servicios públicos, 
entendidos éstos en la acepción más amplia posible, sino que la Administración 
también responde de los efectos dañosos de su funcionamiento normal. De ahí 
que debamos conocer los límites del servicio público y, por ello, que se apele a 
los llamados “estándares de servicio” o patrones de calidad media. En estos 
estándares influyen muchos factores -piénsese que los medios materiales y 
económicos de la Administración no son ilimitados-, como pueden ser la 
conciencia administrativa del principio de eficacia (artículo 103 de la 
Constitución); la concepción y el nivel de exigencia de los ciudadanos sobre 
hasta dónde ha de llegar el servicio público; la intervención creciente de la 
Administración en todos los órdenes de la vida y, bajo el prisma del riesgo 
social, la potencialidad objetivamente dañosa de muchos de sus actos. Estos 
estándares pueden estar formalizados o no, recogidos en un precepto legal o 
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no, formando parte o no de las cláusulas de los contratos usuario-concesionario 
o usuario-Administración para la utilización de los servicios públicos. 
 

Bajo estos principios, comprobadas la realidad y certeza del daño físico y 
patrimonial sufrido, debe establecerse si el expresado daño puede imputarse al 
funcionamiento normal o anormal del servicio público, requisito indispensable 
para el nacimiento de la responsabilidad patrimonial de la Administración, 
conforme al artículo 139 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. 

 
Recae sobre la parte interesada la carga de la prueba, de acuerdo con 

los viejos aforismos necessitas probandi incumbit ei qui agit y onus probandi 
incumbit actori y con el artículo 217 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. La 
Administración, por su parte, deberá probar los hechos que, en su caso, 
desvirtúen los alegados. Los reclamantes no señalan ningún criterio que pueda 
fundamentar la imputación de responsabilidad a la Administración, ni siquiera a 
titulo de mera inobservancia el incumplimiento de sus deberes de inspección y 
vigilancia en la materia. 

 
Por otra parte, consta en el expediente administrativo el conjunto de 

medidas, disposiciones y medios materiales de que la Administración se vale 
para lograr la completa seguridad alimentaria, entre las que se encuentran el 
ejercicio de sus potestades de vigilancia e inspección, y sancionadoras, no 
siendo razonable, por alejado de la idea referida del “estándar de servicio”, 
exigir que deba controlar cada alimento elaborado, analizando si ha cumplido 
con las normas sanitarias vigentes. 

 
La propuesta de resolución señala que el restaurante causante de la 

intoxicación infringió el “Real Decreto 1.254/1991, de 2 de agosto, sobre 
normas para preparación y conservación de la mayonesa de elaboración propia 
y otros alimentos de consumo inmediato en los que figure el huevo como 
ingrediente, de aplicación en la elaboración y conservación de alimentos de 
consumo inmediato en los que se encuentre el huevo como ingrediente 
especialmente en mayonesas, salsas y cremas de elaboración propia en 
restaurantes, cafeterías, bares, pastelerías, repostería, establecimientos de 
temporada, cocinas centrales, comedores colectivos y cualquier otro 
establecimiento que elabore o sirva comidas, obliga a sustituir el huevo por 
ovoproductos pasteurizados, excepto cuando estos alimentos sigan un 
tratamiento posterior no inferior a 75° C en el centro de los mismos”. 
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En consecuencia, el responsable único y directo de los productos 

elaborados (torrijas) es el restaurante que los elabora y sirve, al haber utilizado 
huevo natural para su elaboración, producto en el que no puede asegurarse el 
tratamiento térmico no inferior a 75° C, lo que ha causado de forma directa la 
toxiinfección que han sufrido los reclamantes. 

 
En este sentido, el Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, 

por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General para la Defensa de 
los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias en su artículo 147, 
bajo la rúbrica “Régimen general de responsabilidad”, establece que “los 
prestadores de servicios serán responsables de los daños y perjuicios causados 
a los consumidores y usuarios, salvo que prueben que han cumplido las 
exigencias y requisitos reglamentariamente establecidos y los demás cuidados y 
diligencias que exige la naturaleza del servicio”. 
 

Ante tales circunstancias, no puede considerarse probada la relación de 
causalidad entre el funcionamiento del servicio público y los daños irrogados, al 
ser éstos de culpa exclusiva de un tercero. Por tanto, al no existir título de 
imputación adecuado que permita responsabilizar a la Administración de las 
consecuencias derivadas de la intoxicación sufrida, procede dictar resolución 
desestimatoria en el asunto sometido a dictamen. 
 
 

 
III 

CONCLUSIONES 
 

En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 
informa: 
 

Procede dictar resolución desestimatoria en el expediente de 
responsabilidad patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación 
presentada la reclamación presentada por Dña. xxxxx y D. xxxxx1, debido a los 
daños y perjuicios ocasionados por una intoxicación alimentaria  
 

No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
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